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ACCIONANTE:  GERMÁN DARÍO HOYOS Q.

NIEGA POR IMPROCEDENTE

REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD/ Conciliación previa no es requisito del proceso de inasistencia alimentaria
“(…) estima el accionante que la Fiscalía no agotó el trámite conciliatorio como requisito de procedibilidad para dar comienzo al asunto, postura que se avizora errada por parte de esta Corporación en tanto para instruir la investigación penal por tal conducta no se exige condición de procedibilidad alguna (…)”
CONTUMACIA/ Procedencia /Defensa técnica del contumaz

“(…) el señor GERMÁN DARÍO estaba enterado no solo del proceso que en su contra se seguía, en tanto con antelación ya había sido citado a la Fiscalía (…) para procurar una conciliación, sino que además el Juzgado de Control de Garantías adelantó diversas gestiones con las cuales se puede predicar que le comunicó en debida forma la realización de la formulación de imputación (…) el representante de la Fiscalía solicitó que fuera declarado en contumacia al haber sido debidamente avisado del acto, del que conocía su fecha y hora, sin que en esa precisa diligencia el abogado (…) se opusiera a ello, por considerar que en efecto se le había avisado lo pertinente y pese a haberse contactado con él (…) le indicó que no podía venir(…)”
“(…) revisados los registros de audio de las audiencias preliminares y la del juicio oral aportados por los juzgados accionados (…) no se vislumbra falta de defensa técnica, y así se asegura por cuanto en aquel acto donde se declaró contumaz el señor GERMÁN DARÍO HOYOS y se le formuló imputación estuvo asistido por un abogado adscrito al Sistema Nacional de Defensoría Público quien veló porque sus derechos y garantías fundamentales fueran respetadas, y si bien no se opuso a la declaratoria de contumacia, lo fue por cuanto los elementos para determinar tal circunstancia daban cuenta que el señor HOYOS QUINTERO estaba debidamente enterado que en su contra se adelantaba una investigación por Inasistencia Alimentaria y se mostró reacio a comparecer ante los llamados de la judicatura.”
INCIDENTE DE REPARACIÓN/ Impulso a favor del menor

“En ese orden de ideas podría decirse que si acá existió vulneración alguna al debido proceso lo fue en detrimento de la menor KDHM a favor de quien se debe tramitar el incidente de reparación integral, con miras a obtener el resarcimiento de los perjuicios que con el hecho delictivo se le han ocasionado, en tanto a la fecha ni su señora madre ni la Defensora de Familia han cumplido con tal labor, por lo cual ese procedimiento adquiere una característica especial y convierte al funcionario judicial en su impulsor.”
SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN/ Inexistencia del resarcimiento/ Incumplimientos parciales de la obligación alimentaria 

 “El fundamento del a quo para negar tal beneficio, lo hizo consistir en que ni en las diligencias previas ni en lo corrido del proceso se tuvo conocimiento que existiera un resarcimiento de los daños ocasionados a la menor y por mandato legal se le hacía imperativo negar el subrogado de la condena de ejecución condicional, máxime que el acusado no se presentó a ninguna de las etapas procesales. Refirió que aunque la defensa trató de establecer en el contrainterrogatorio de la señora YORLADIS MONTES TABARES si el señor GERMÁN DARÍO había intentado por algún medio enviarle los $50.0000 que prometió aportar, la denunciante fue enfática en decir `nunca me llamó a decirme nada´.”
“Sea como fuere, importa dejar en claro desde ya, que los incumplimientos parciales también son objeto de sanción penal (…)”
AUTONOMÍA JUDICIAL/ Respeto de la interpretación adoptada en fallo ejecutoriado    
“(…) si bien la posición del a quo al negar el subrogado puede tener diversas posturas jurídicas (…) esta Sala en su condición de juez constitucional debe ser respetuosa de la autonomía judicial y en ese sentido la decisión adoptada (…) no puede ser objeto de cuestionamiento alguno, máxime cuando nos encontramos frente a un fallo judicial que se encuentra en firme al no interponerse frente a él recurso (…)” 

Citas: Corte Constitucional, sentencia C-560 de 2005. Corte Suprema de Justicia, sentencias del 22 de septiembre de 2015 -rad. 81747- y del 14 abril de 2010 -rad. 33673-.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dieciséis (16) de febrero de dos mil dieciséis (2016)

                                                                  Acta de Aprobación No 114
                                                  Hora: 8:30 a.m.
1.- VISTOS

Procede esta Corporación a decidir la acción de tutela instaurada por el señor GERMÁN DARÍO HOYOS QUINTERO por intermedio de apoderado judicial, contra el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) y el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Belén de Umbría (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos a la dignidad humana, libertad, debido proceso y defensa técnica.

2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el apoderado del interno HOYOS QUINTERO, se puede concretar así: (i) sostuvo una relación con la señora YORLADIS MONTES TABARES de la cual fue concebida la menor C.D.H.M.
 de 6 años y por razones personales dejaron de convivir; (ii) en enero 11 de 2012 fue citado por Bienestar Familiar a una audiencia de conciliación para fijación de cuota alimentaria, la que no se llevó a cabo al no poder asistir por factores económicos dado los costos del desplazamiento desde Medellín hasta Belén de Umbría ya que estaba desempleado; (iii) se inició proceso de inasistencia alimentaria en su contra y la Fiscalía 3 Local de Belén fijó fecha para conciliación en noviembre 6 de 2012, en la que se le pidió la suma de $30.000 quincenales, pero ofreció $50.000 mensuales que no fueron aceptados y la conciliación resultó fallida; (iv) la referida Fiscalía promovió el trámite pero obvió el requisito de procedibilidad de la fijación de cuota alimentaria, sin realizar una investigación profunda en tanto su cliente consignaba por una casa de giros lo que podía ofrecer y al no estar fijada una cuota por la jurisdicción de familia no se genera cobro retroactivo de la misma; (v) el señor GERMÁN DARÍO HOYOS no fue avisado en debida forma para la audiencia de formulación de imputación, al no obrar en el plenario notificación personal y por eso no se hizo presente; no obstante, fue declarado en contumacia con violación del principio de igualdad y debido proceso; (vi) en diversas ocasiones se comunica con la madre de la menor a quien expresa que le consigna $50.000, lo cual ésta no informa a la Fiscalía, pues tal suma no accedía a su capricho; (vii) la Fiscalía Tercera Local no fijó la cuota alimentaria como lo reglan las normas del Código Civil y Procesal Civil; (viii) al no ser notificado fue imputado, acusado y juzgado por inasistencia alimentaria, conducta que no se tipifica pues el señor GERMAN HOYOS cumple su obligación, así sea parcialmente, al no existir una constancia donde se fije cuota alimentaria y por ende no se sustrae de su obligación, pero la Fiscalía basada en los dichos de la señora YORLADIS promueve investigación y se genera la sanción; y (x) por parte de la víctima, la defensa, la fiscalía y el Ministerio Público, no se solicitó la reparación integral de perjuicios, en clara violación al debido proceso.

Pide en consecuencia tutelar los derechos quebrantados al señor GERMAN DARÍO HOYOS QUINTERO y se ordene su libertad inmediata, lo cual igualmente reclamó como medida provisional, la que negó esta Sala.
3.- CONTESTACIÓN

La Corporación corrió traslado de la acción de tutela a los Juzgados Primero Promiscuo Municipal de Belén de Umbría (Rda.) y Cuarto de Ejecución de Penas de esta capital, y dispuso la vinculación oficiosa del Juzgado Segundo Promiscuo Municipal y la Fiscalía 3 Local de Belén de Umbría, así como a la señora YORLADIS  MONTES TABARES y al abogado que asistió los intereses del señor HOYOS QUINTERO, esto es, el Dr. JAIRO DE JESÚS VELÁSQUEZ SUÁREZ, los cuales dieron respuesta a la presente tutela así:
3.1.- El Juez Primero Promiscuo Municipal de Belén de Umbría respecto a los hechos de la tutela expresó: (i) el delito imputado no exige la conciliación como requisito de procedibilidad y no obstante ello, es imposible lograr un acuerdo cuando una de las partes no quiso conciliar y luego no vuelve a asistir a ninguna cita, pues el aquí accionante mantuvo una férrea conducta de no comparecer, con evasivas y sin cumplir las promesas de acudir a las citaciones que se lograban comunicar; (ii) no es cierto que no obre en el expediente copia de citación, pues existen anotaciones escritas en donde al señor GERMAN HOYOS se le entregó en forma personal citación para la audiencia de imputación por parte de citadora de un juzgado de Medellín, cuya copia se negó a firmar, e igualmente obran constancias de la citadora del Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén quien bajo juramento expresa que telefónicamente se contactó con éste para notificarle la diligencia de imputación y le indicó que no asistiría por estar en Medellín y no tener dinero para acatar la cita; (iii) ante esa conducta evasiva la Fiscalía tenía que echar mano de los medios que la propia ley consagra y por eso lo declaró en contumacia, pues él sabía que se le había iniciado una investigación en su contra y quiso eludirla, acorde con lo cual el proceso se adelantó con sujeción a los procedimientos legales; (iv) rememora que la acusación se aplazó a petición de la defensa y en ese acto se le dio al abogado el número de celular del acusado quien lo llamó y en la misma sala habló con éste quien quedó de ir a su oficina para buscar una solución, sin cumplirlo, por lo cual la defensa tuvo que afrontar el juicio con las pruebas de la Fiscalía al no tener elementos con qué oponerse; (v) no puede ahora el quejoso sacar provecho de su propia incuria y menos decir que no existió defensa técnica, cuando ni las copias de los presuntos recibos ahora aportados los hizo llegar a su defensor y por ende no existe violación al debido proceso por falta de notificación personal ni por carencia de defensa técnica; (vi) la tutela es un trámite especialísimo para el amparo de derechos fundamentales sin que pueda llegar a constituir un camino para sustituir el sistema jurídico ordinario o relevar los ordenamientos judiciales definidos y menos ser una tercera instancia; (vii) lo que con esta acción pretende el tutelante es revivir las oportunidades para presentar acciones y recursos a los que voluntariamente renunció para optar por eludir los llamados de la justicia.

3.2.- Las demás partes vinculadas guardaron silencio.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tal los documentos aportados por las partes, así como los arrimados por el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte de los Juzgados Primero y Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría (Rda.), así como el Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de las diligencias que se surtieron en contra del señor GERMÁN DARÍO HOYOS QUINTERO, se vulneraron los derechos fundamentales que se estiman conculcados.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De acuerdo con las manifestaciones efectuadas por el actor, entiende esta Sala que su solicitud está direccionada básicamente a la protección del derecho fundamental al debido proceso por haberse proferido sentencia condenatoria en su contra por el Juzgado Promiscuo Municipal con función de conocimiento de Belén de Umbría (Rda.), sin haber sido notificado de la realización de la audiencia de formulación de imputación, pese a lo cual la Fiscalía pidió su declaratoria de contumacia, como así lo declaró el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal con función de garantías de esa localidad.

Como quiera que en la presente tutela se atacan determinaciones adoptadas por una autoridad judicial como lo es el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Belén de Umbría (Rda.), es indispensable estudiar inicialmente lo relacionado con la viabilidad de la acción de tutela para que por su intermedio se revisen decisiones judiciales, y con ello determinar si hay o no lugar a realizar un análisis de fondo al caso concreto
.

Cuando se dirige la tutela contra de providencias judiciales, se convierte en un mecanismo de protección excepcionalísimo y por ello su prosperidad va ligada al cumplimiento de unos requisitos de procedibilidad que la jurisdicción constitucional  ha acogido en fallos C-560 de 2005 y T-332 de 2006, entre otros.
De conformidad con la doctrina constitucional, los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, ameritan que la cuestión que se discuta: (i) sea de evidente relevancia constitucional; (ii) se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable; (iii) se cumpla el requisito de la inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental; (iv) cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en la sentencia objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora; y (v) que no se trate de sentencias de tutela.

De otra parte, los requisitos de carácter específico han sido reiterados en pacífica jurisprudencia a partir de la sentencia C-560 de 2005, y pueden sintetizarse así:

Para que proceda una tutela contra una sentencia se requiere que se presente, al menos, uno de los vicios o defectos que adelante se explican. 
a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello. 
b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. 
c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.
d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 
f. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.
g. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.
h. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado. 
i. Violación directa de la Constitución.
Del mismo modo, la H. Corte Suprema de Justicia en relación con la interposición de acciones de tutela contra decisiones judiciales, también ha expresado:

“Desde otrora esta Sala ha venido sosteniendo que si bien la tutela procede contra providencias judiciales, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad -ya expuestos en extenso- incumbe a quien la ejercite no sólo conformarse con realizar exposiciones aisladas de argumentos que cuestionen su validez, sino también demostrar, de forma irrefutable, que las mismas sólo están envueltas en un manto de legalidad, mas en el fondo no son otra cosa que la expresión grosera o ilegal de la judicatura, disfrazada de declaración de justicia.
Frente a las providencias judiciales, por otra parte, se presume su legalidad y acierto, razón por la cual, si se pretende demostrar lo contrario, a quien así lo denuncia es al que le corresponde la carga de construir un discurso argumentativo y probatorio de tal talante que el error, que de por sí debe ser garrafal, quede en franca evidencia

No obstante, siguiendo el principio de informalidad de la tutela, si bien no se exigen fórmulas sacramentales en su planteamiento, también es cierto que no resulta admisible solicitar al juez constitucional una actitud oficiosa de protección de las garantías fundamentales, o pretender que se active su intervención para revivir un debate sustancial o probatorio ya culminado, a partir de planteamientos genéricos y sin demostración.  En esa medida, una actuación judicial culminada constituye una expresión de seguridad jurídica y coadyuva a alcanzar uno de los principios de nuestro Estado Social de Derecho, cual es el de lograr «…la vigencia de un orden justo» –Artículo 2º Constitucional-.
Por lo anterior, la labor del demandante en una tutela contra decisiones judiciales es más exigente, pues no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, pretendiendo que el juez de tutela, en una labor de reemplazo del juez ordinario, entre nuevamente a verificar en el expediente y a constatar si los falladores de instancia realizaron o no correctamente la labor de adecuado impulso procesal y de análisis jurídico sustancial, pues debe partirse del presupuesto que dicha función fue adecuadamente realizada por los falladores de instancia”. 

Ahora bien, los reparos que presenta el accionante contra la decisión que lo tiene en la actualidad privado de su libertad y que en su sentir se hizo con violación al debido proceso, los hizo consistir en lo siguiente:  (i) la Fiscalía adelantó el caso pese a obviar el requisito de procedibilidad; (ii) no se le notificó en debida forma la realización de la audiencia de formulación de imputación y fue declarado en contumacia; (iii) ausencia de defensa técnica; (iv) no se dio trámite al incidente de reparación integral; y (v) se quebrantó su derecho a la libertad.
Procederá en consecuencia esta corporación a dar respuesta a cada uno de los cuestionamientos esgrimidos por el accionante, así:
· Ausencia del requisito de procedibilidad para adelantar el proceso por inasistencia alimentaria, al no fijarse cuota alimentaria previa.

Considera el accionante que tal situación desatiende lo reglado en los artículos 65, 69 y ss., 133 a 159 del Decreto 2737/89, Ley 75/68, artículos 411 y ss. C.C., y 414 y ss. C.P.C.; pero contrario a ello, la Sala debe indicar que la normativa a la que aludió el quejoso refiere en su integridad al trámite de alimentos que se surte ante la jurisdicción de familia y lo relativo al procedimiento que allí se debe adelantar para ese tipo de reclamación, aunque como bien lo refirió el Juez Primero Promiscuo Municipal de Belén, algunas de las normas referidas, esto es, los artículos 65 y 69 de la Ley 2737/89 fueron derogados por el 217 de la Ley 1098/08 -Código de Infancia y Adolescencia-, y en la actualidad las disposiciones civiles se rigen por el Código General del Proceso.

Así mismo estima el accionante que la Fiscalía no agotó el trámite conciliatorio como requisito de procedibilidad para dar comienzo al asunto, postura que se avizora errada por parte de esta Corporación en tanto para instruir la investigación penal por tal conducta no se exige condición de procedibilidad alguna, ni siquiera querella cuando el sujeto pasivo sea un menor de edad. Y aunque en el presente asunto se formuló una denuncia por parte de la señora YORLADIS MONTES TABARES, ella se hizo con el fin de poner en conocimiento de la justicia ordinaria que el padre de su hija se negaba a suministrarle alimentos.

Sea como fuere, la Fiscalía -como así se advierte de lo probado en juicio oral- intentó llevar a cabo una audiencia de conciliación, la cual a la postre resultó fallida por no existir consenso entre los padres de la menor para la fijación de una cuota alimentaria, y en la que el señor GERMÁN DARÍO HOYOS incluso se negó a suscribir el acta de no conciliación. Con todo lo cual se dejó en claro que aunque no era obligatorio hacerlo, por lo menos el representante del ente acusador procuró buscar fórmulas de arreglo tendientes a evitar el menoscabo de los intereses de la menor, sin que ello hubiera tenido acogida alguna.

Como quiera entonces que no logró la Fiscalía por medio de ese mecanismo de solución alternativa de conflictos minimizar los efectos nocivos de tal situación, era menester adelantar la investigación penal que a la postre conllevó a la realización del juicio oral y consecuente sentencia condenatoria en contra del señor GERMÁN DARÍO HOYOS QUINTERO.

· Falta de notificación de la audiencia de formulación de imputación y declaratoria en contumacia

Respecto a tal situación, debe empezar por manifestar esta Corporación que del estudio de la documentación arrimada por parte del Juzgado Segundo Promiscuo Municipal con función de control de garantías de Belén de Umbría, se evidencia que una vez la Fiscalía Tercera Local de esa municipalidad solicitó tal audiencia, el despacho fijó para julio 25 de 2014 como fecha para ello, para lo cual se libró exhorto con destino a sus homólogos en la ciudad de Medellín con el fin de enterar de ello al señor GERMÁN DARÍO HOYOS QUINTERO en la Carrera 35ª Nro. 99B-33, barrio Manrique, y que correspondió al Juzgado 26 Penal Municipal Mixto de esa capital donde se desplegaron las actividades pertinentes para informar al antes mencionado de la referida diligencia. Para tal efecto, en junio 27 de 2014 la señora GLORIA ELENA OCAMPO, notificadora de esa célula judicial, se desplazó hasta la dirección reportada y dejó expresa constancia de lo siguiente “el citado señor se encontraba en el inmueble pero se negó a firmar, a pesar de ello se le dejó la citación”.

Posteriormente el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén envió oficio 113 de julio 14 de 2014 a la dirección señalada por el investigado, donde le comunica la fecha y además que si carece de apoderado se debe contactar con el Defensor Público JAIRO DE JESÚS VELÁSQUEZ, de quien aporta datos para su ubicación.
Pese a que la audiencia no se llevó a cabo en la fecha inicialmente fijada y se programó para septiembre 23 de 2014, de ello la notificadora del despacho GILMA SALAZAR QUEBRADA le comunica vía celular al señor GERMÁN DARÍO HOYOS y deja la respectiva constancia en julio 31 de 2015. Así mismo reportó que con antelación a la hora de la referida diligencia se contactó nuevamente con el señor HOYOS QUINTERO para recordarle de la misma, quien le indicó que: “no va a asistir porque ahora se encuentra en Medellín y económicamente es difícil su desplazamiento, además dice que no tiene intenciones de presentarse hasta que no se le garantice que a la señora YORLADIS MONTES TABARES (denunciante), se le va a exigir que se realice una prueba de A.D.N. Informa también que él le colabora a la niña en la medida de lo posible a pesar de la actitud de la señora MONTES TABARES”. Igualmente allí se dijo que: “Al señor GERMÁN DARÍO TABARES QUINTERO se le hace saber las consecuencias de su inasistencia ya que fue debidamente notificado con anterioridad”.

Como se aprecia del anterior recuento, el señor GERMÁN DARÍO estaba enterado no solo del proceso que en su contra se seguía, en tanto con antelación ya había sido citado a la Fiscalía Tercera Local de Belén para procurar una conciliación, sino que además el Juzgado de Control de Garantías adelantó diversas gestiones con las cuales se puede predicar que le comunicó en debida forma la realización de la formulación de imputación, misma que finalmente se llevó a cabo en septiembre 23 de 2014, y en ésta el representante de la Fiscalía solicitó que fuera declarado en contumacia al haber sido debidamente avisado del acto, del que conocía su fecha y hora, sin que en esa precisa diligencia el abogado JAIRO DE JESÚS VELÁSQUEZ -defensor público que le fuera asignado- se opusiera a ello, por considerar que en efecto se le había avisado lo pertinente y pese a haberse contactado con él en una oportunidad de manera telefónica le indicó que no podía venir. Tales circunstancias conllevaron a la funcionaria judicial a declarar al señor GERMAN DARÍO HOYOS QUINTERO en contumacia, de conformidad con lo reglado en el canon 291 C.P.P. 

De lo antes referido se puede concluir sin dubitación alguna, que a diferencia de lo que hoy esgrime el señor GERMÁN DARÍO HOYOS QUINTERO, sí fue enterado de la realización de la audiencia de formulación de imputación, como se desprende de las constancias que en ese sentido se dejaron de manera expresa por quienes tienen tal función, y además de lo narrado por quien representó sus intereses en esa precisa diligencia, a consecuencia de lo cual no puede predicarse que desconocía el trámite que en su contra se adelantaba, en tanto había sido citado previamente a la Fiscalía donde no fue posible llegar a un acuerdo conciliatorio y ello demandaba estar al tanto del desarrollo de la actuación, pero aun así de forma voluntaria lo desatendió.

En ese orden de ideas, no se avizora vulneración alguna al debido proceso del señor GERMAN DARÍO HOYOS QUINTERO al haber sido declarado contumaz, en tanto el trámite se surtió en debida forma.
· Falta de defensa técnica

Luego de revisados los registros de audio de las audiencias preliminares y la del juicio oral aportados por los juzgados accionados, estima esta Corporación que contrario a la posición del accionante, en este preciso evento no se vislumbra falta de defensa técnica, y así se asegura por cuanto en aquel acto donde se declaró contumaz el señor GERMÁN DARÍO HOYOS y se le formuló imputación estuvo asistido por un abogado adscrito al Sistema Nacional de Defensoría Público quien veló porque sus derechos y garantías fundamentales fueran respetadas, y si bien no se opuso a la declaratoria de contumacia, lo fue por cuanto los elementos para determinar tal circunstancia daban cuenta que el señor HOYOS QUINTERO estaba debidamente enterado que en su contra se adelantaba una investigación por Inasistencia Alimentaria y se mostró reacio a comparecer ante los llamados de la judicatura.

De ese modo, era de esperarse que se surtieran las referidas diligencias en su ausencia, pero eso sí, representado en todo momento por un profesional del derecho que intervino de manera activa en su desarrollo.  
Mírese que en la práctica probatoria del juicio oral -como se desprende del registro aportado- el togado hizo uso de los mecanismos con los que contaba con miras a procurar sacar avante el proceso, claro está, no sin antes dejar expresa constancia de las dificultades que para ejercer la defensa del señor GERMAN DARÍO se le presentaban en tanto no logró colaboración de éste para estructurar una estrategia defensiva. A pesar de ello, de todas formas contrainterrogó a quienes fueron citados como testigos de la Fiscalía e inclusive procedió a interrogar de forma directa a la denunciante YORLADIS MONTES TABARES como así lo había pedido.

No puede considerarse entonces que en el proceso que se surtió en ausencia del señor GERMÁN DARÍO HOYOS se le hubiera pretermitido su derecho constitucional a la defensa, pues en todo momento fue asistido por un profesional del derecho idóneo, en tanto de lo arrimado al dossier se desprende que el abogado JAIRO DE JESÚS VELÁSQUEZ SUÁREZ a quien se le encomendó tal labor, la ejerció con las limitaciones propias de quien no contó con el apremio del acusado para procurar sacar adelante sus pretensiones; no obstante cumplió con su cometido, porque si bien no interpuso recurso alguno frente a la condena proferida en contra del señor GERMÁN DARÍO HOYOS, ello se dio como así lo expresó el togado, porque: “la defensa no tiene argumentos para oponerse en un momento dado a su sentencia porque no conozco los dichos de la persona que representé” lo que se dio como consecuencia que el señor GERMAN DARÍO HOYOS, muy a pesar de tener conocimiento del caso que se surtía, le impidió a su apoderado acceder a elementos de conocimiento que hubieran podido servir de alguna forma a la obtención de un fallo favorable a sus personales intereses.

· Violación al debido proceso por no adelantarse el incidente de reparación integral.

El procedimiento penal concede a las víctimas, entre otros, el derecho a la pronta reparación de los perjuicios sufridos con ocasión de las conductas delictivas a cargo del autor de éstas o del tercero civilmente responsable, lo que se constituye en una etapa posterior a la emisión del fallo condenatorio en firme.

Así mismo, la solicitud para el trámite del incidente tiene un término de caducidad de 30 días calendario que corren a partir del día siguiente a aquél en que cobró firmeza la sentencia de condena, por lo que vencido tal plazo se pierda la oportunidad que tenía la víctima de ejercer tal derecho.

Empero, cuando se trata de víctimas menores de edad, como es el caso que  nos concita, el artículo 197 del Código de la Infancia y la Adolescencia refiere que el incidente de reparación integral de perjuicios se iniciará de oficio cuando los interesados -representantes legales o el defensor de familia- no lo hubieren solicitado dentro de los treinta días siguiente a la ejecutoria de la sentencia. Y precisamente por ostentar la víctima una minoría de edad dicho incidente cobra mayor relevancia por expresa disposición de los  artículos 192 y 193 del Código de la Infancia y de la Adolescencia, que ordenan a los jueces hacer efectivo el restablecimiento de los derechos y la indemnización de perjuicios que les corresponde, en aplicación de los principios de protección integral e interés superior de las niñas, niños y adolescentes consagrados en el artículo 44 de la Constitución Política.
Del mencionado trámite no obra constancia alguna de su diligenciamiento y frente a ello lo único indicado por el juez al momento de dar lectura a la sentencia condenatoria se hizo consistir en que: “respecto a la responsabilidad civil será la madre representante de la menor la que quiera iniciar o no el incidente de reparación integral”. 
Se concluye por tanto, que aunque en principio efectivamente sería la madre de la menor KDHM, señora YORLADIS MONTES TABARES, la que debería impulsar el incidente de reparación integral, luego de la ejecutoria de la sentencia -octubre 21 de 2015-, vencido dicho plazo sin que ésta o la Defensora de Familia hubiere hecho pronunciamiento alguno, como al parecer así acaeció, debió el funcionario judicial dar aplicación a lo reglado en el Código de Infancia y Adolescencia, sin que obre información alguna que conlleve a predicar que en efecto ese procedimiento sí se realizó.

En ese orden de ideas podría decirse que si acá existió vulneración alguna al debido proceso lo fue en detrimento de la menor KDHM a favor de quien se debe tramitar el incidente de reparación integral, con miras a obtener el resarcimiento de los perjuicios que con el hecho delictivo se le han ocasionado, en tanto a la fecha ni su señora madre ni la Defensora de Familia han cumplido con tal labor, por lo cual ese procedimiento adquiere una característica especial y convierte al funcionario judicial en su impulsor.
Por lo anterior se requerirá al señor Juez Primero Promiscuo Municipal con función de conocimiento de Belén de Umbría (Rda.), para que, de no haberlo hecho, proceda a adelantar el incidente de reparación integral, cuya primera audiencia deberá efectuarse en un término máximo de un (1) mes.

· Vulneración del derecho a la libertad

Frente a la privación de la libertad de la que viene siendo objeto el señor GERMÁN DARÍO HOYOS QUINTERO, debe indicar esta Colegiatura que el mismo fue condenado a la pena de 32 meses de prisión, por la conducta de Inasistencia Alimentaria, y si bien en principio tal monto le permitía la concesión del subrogado de la suspensión de la ejecución de la pena, éste le fue negado por el funcionario judicial, en aplicación de lo reglado en el numeral 6º del artículo 193 del Código de Infancia y Adolescencia, que reza: 

“Criterios para el desarrollo del proceso judicial de delitos en los cuales  son victimas los niños, las niñas y los adolescentes víctimas de los delitos. Con el fin de hacer efectivos los principios previstos en el artículo anterior y garantizar el restablecimiento de los derechos, en los procesos por delitos en los cuales sean víctimas los niños, las niñas y los adolescentes la autoridad judicial tendrá en cuenta los siguientes criterios específicos:

[…]

6. Se abstendrá de aplicar el principio de oportunidad y la condena de ejecución condicional cuando los niños, las niñas o los adolescentes sean víctimas del delito, a menos que aparezca demostrado que fueron indemnizados.”

El fundamento del a quo para negar tal beneficio, lo  hizo consistir en que ni en las diligencias previas ni en lo corrido del proceso se tuvo conocimiento que existiera un resarcimiento de los daños ocasionados a la menor y por mandato legal se le hacía imperativo negar el subrogado de la condena de ejecución condicional, máxime que el acusado no se presentó a ninguna de las etapas procesales. Refirió que aunque la defensa trató de establecer en el contrainterrogatorio de la señora YORLADIS MONTES TABARES si el señor GERMÁN DARÍO había intentado por algún medio enviarle los $50.0000 que prometió aportar, la denunciante fue enfática en decir “nunca me llamó a decirme nada”.

A lo anterior se agrega que muy a que el accionante arrimó en este trámite copias de varios giros que por valor de $50.000 consignó a la señora YORLADIS MONTES TABARES en diferentes épocas, de tal situación no conoció de manera alguna el a quo, por cuanto de ello no se dio cuenta en la actuación.
Sea como fuere, importa dejar en claro desde ya, que los incumplimientos parciales también son objeto de sanción penal al tenor de lo indicado por el órgano de cierre en materia penal, tal cual así se dejó esclarecido:

“[…] La Corte ha definido (Cas. 21161/06 y 23428/08, entre otras), que el aporte parcial de los alimentos debidos configura incumplimiento de la obligación y tipifica el delito de inasistencia alimentaria cuando quiera que el sustraerse al pago total de la misma lo es “sin justa causa […]”
.

Ahora, si bien la posición del a quo al negar el subrogado puede tener diversas posturas jurídicas, en tanto para unos es factible aplicar lo reglado en el numeral 6º del artículo 193 del Código de Infancia y Adolescencia, en tanto otros no consideran acertado exigir el pago de perjuicios para que una persona pueda continuar en uso de su derecho a la libertad,  esta Sala en su condición de juez constitucional debe ser respetuosa de la autonomía judicial y en ese sentido la decisión adoptada por el señor Juez Primero Promiscuo Municipal de Belén de Umbría no puede ser objeto de cuestionamiento alguno, máxime cuando nos encontramos frente a un fallo judicial que se encuentra en firme al no interponerse frente a él recurso algo tanto ordinario como extraordinario. 
En tan particulares condiciones es preciso concluir que no se advierte por parte alguna la vulneración de los derechos fundamentales que reclama el actor, y deviene imperativo declarar improcedente la solicitud de amparo aquí deprecada por ausencia de los requisitos que hacen viable la tutela contra providencias judiciales.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE NIEGA POR IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por el señor GERMÁN DARÍO HOYOS QUINTERO. 

SEGUNDO: No obstante lo indicado, se REQUIERE al señor Juez Primero Promiscuo Municipal de Belén de Umbría (Rda.), para que, de no haberlo hecho, proceda a dar iniciación de manera oficiosa al incidente de reparación integral, cuya primera audiencia deberá adelantarse en un término no mayor de un (1) mes.

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 
� Se omite el nombre de la menor, en aras de proteger su intimidad y como así lo estipula el Código de Infancia y Adolescencia.


� Sobre el particular ver entre otras: Sentencias T-698 de 2004, T-315 de 2005, T-825 de 2007.


� CSJ STP, 22 sept. 2015, Rad. 81747


� CSJ AP, 14 abr. 2010, rad. 33673.
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